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SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	9:00 a.m.

	Imputado: 
	José Fernando Obando Gallego

	Cédula de ciudadanía No:
	94285609 de Sevilla (Valle)

	Delito
	Falsedad para obtener prueba de hecho verdadero.

	Denunciante:
	Martha Lucía Bonilla Mendoza

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal de Pereira con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Defensa contra la sentencia de condena proferida el día veinte (20) de septiembre de 2006.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- La señora MARTHA LUCÍA BONILLA MENDOZA, en su condición de cónyuge superstite del finado CARLOS ARTURO FRANCO GIL, asesinado el día veinticuatro (24) de agosto de 2004, denunció ante las autoridades que se había presentado el traspaso del vehículo marca Chevrolet Zafira de placas PET-038 de propiedad de él a la señora MÓNICA LILIANA CABRERA ZULUAGA -compañera-, para cuyo efecto habían estampado una firma y una huella falsas.
1.2.- Al señor OBANDO GALLEGO se le hizo la imputación ante el Juzgado de Control de Garantías por el punible de “Falsedad para obtener prueba de hecho verdadero”, cargo que no aceptó. Por tal motivo, la actuación se surtió por el rito ordinario.
1.3.- Llegado el momento del juicio, una vez recepcionadas las pruebas y escuchadas las teorías del caso y los alegatos conclusivos, la señora Juez del conocimiento anunció un fallo de condena el cual sustentó en los siguientes términos: (i) Está claro que el procesado plasmó su huella en el formulario de traspaso de un vehículo que figuraba a nombre del causante; (ii) Ese documento no lo pudo suscribir el señor FRANCO GIL porque para la fecha de ese traspaso él ya había fallecido; (iii) No existe dato alguno del cual poder colegir que esta persona fue obligada a estampar su firma en ese documento; (iv) En ese acto participó la señora CABRERA ZULUAGA quien ya aceptó los cargos formulados por la Fiscalía General de la Nación; (v) El provecho no sólo puede ser para sí sino para un tercero.
Por lo anterior, señaló como pena principal y única la de multa por el equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente, el mismo que sería cancelado en seis (6) cuotas a favor del Consejo Superior de la Judicatura. 
1.4.- El señor Defensor no estuvo conforme con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron enviados ante esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

En su condición de recurrente, el señor Defensor sostuvo su tesis defensiva ante la segunda instancia en los siguientes términos:

- Ha existido un error en la apreciación de la prueba, pues no era suficiente para declarar la culpabilidad de su representado.

- Se aplicó una responsabilidad objetiva, toda vez que fueron denunciadas otras personas diferentes y la denunciante no aportó nada en contra de su procurado, sólo que se había defraudado el activo sucesoral del causante.

- Lo que vincula al señor JOSÉ OBANDO, tiene que ver con la comprobación dactiloscópica de ser suya la huella que aparece en ese documento de traspaso. Pero aquí falta la causalidad, pues cabe preguntarse: dónde, cuándo, cómo o por qué actuó contrario a la ley. Se ignoran los móviles, se ignora el factor subjetivo (dolo), se ignoran los beneficios para él. Su cliente no tuvo el dominio del hecho.
- La única persona que pudo sacar algún provecho de todo esto es la señora CABRERA quien ya aceptó cargos; persona que no explicó en qué forma obtuvo la huella de su representado. No fue llamada al juicio como testigo para que depusiera a ese respecto. Lo cierto de todo es que esa señora “lo utilizó”. Así las cosas, no hay prueba acerca de la mentada coautoría.
- Aquí no existe “prueba reina” en contra de OBANDO GALLEGO, sencillamente se dedujo la responsabilidad de su cliente por un hecho equívoco. La huella en ese documento es una “prueba insular”, es un mero “indicio de presencia”.
- Llama la atención que la sentencia hubiese incluido un dato no mencionado por la Fiscalía, consistente en que “la firma” de ese documento falso también es de su representado, cuando eso no se probó. Se ignora qué persona estampó esa rúbrica. Igualmente, reprocha que la falladora haya invertido la carga de la prueba, porque reprochó a la defensa no probar la inocencia.
- No comparte el que se haya mencionado en el juicio otro caso aún no judicializado en contra de su defendido, con violación del derecho de defensa, con lo cual se quiso hacer uso de un derecho penal de autor.
- Invoca por todo lo anterior el principio del in dubio pro reo y con fundamento en él solicita la absolución.
El señor Fiscal refuta la posición defensiva y en su condición de parte no recurrente, esboza:
- La investigación partió de lo aseverado por la señora MARTHA LUCÍA BONILLA, quien dio a conocer a las autoridades unos hechos que posteriormente fueron corroborados, esto es, que efectivamente existió un documento de traspaso falsificado en la firma y en la huella, pues se quiso suplantar a una persona ya fallecida.

- La alteración se hizo evidente al establecerse que el rodante era de una persona que había muerto en forma violenta mucho antes de la elaboración de ese documento y a nombre de quien figuraba ese vehículo.
- Al establecerse mediante prueba pericial que la huella que allí reposaba pertenecía a JOSÉ FERNANDO OBANDO GALLEGO, quedó demostrado que éste sí había tomado parte en esa transacción.

- No existe prueba alguna que indique que este señor fue forzado o coaccionado a obrar de esa manera; luego entonces, de manera libre y voluntaria estampó su huella en ese acto a sabiendas de lo que hacía, es decir, que se estaba prestando para hacerse pasar como propietario de un vehículo que no le pertenecía, con el fin de beneficiar a la señora CABRERA, de quien se sabe era la compañera sentimental del de cuyus.
- Este ciudadano OBANDO GALLEGO, laboró en la empresa del difunto y condujo el citado vehículo; es decir, que conocía bien esa relación y tenía vínculos con la señora CABRERA ZULUAGA.
- En esos términos, al aquí acusado se le debe tener como coautor habida consideración a que no sólo estampó su huella en ese documento, sino que hizo un aporte efectivo que permitió la obtención del traspaso. No comparte por tanto la afirmación del defensor en el sentido de estarse aplicando una “responsabilidad objetiva”, razón por la cual solicita del Tribunal la confirmación de la sentencia condenatoria.
3.- La Decisión

Antes de concretar lo que en derecho corresponde acerca de la responsabilidad que en este asunto se debate en la persona de JOSÉ FERNANDO OBANDO GALLEGO, interesa despejar una primera incógnita que está en la base de la acusación y que incide en la congruencia que debe existir para un fallo adverso al inculpado.

El interrogante hace referencia al tipo penal que ahora se debate, toda vez que la Fiscalía lo hizo consistir en una FALSEDAD PARA OBTENER PRUEBA DE HECHO VERDADERO. Nos preguntamos por tanto: ¿cuál es ese hecho verdadero que se quiso probar falsamente? La respuesta que se ha ofrecido, consiste en que la señora MÓNICA LILIANA CABRERA ZULUAGA y JOSÉ FERNANDO OBANDO GALLEGO, unieron voluntades para alterar un traspaso con miras a que la primera quedara figurando ante la Oficina de Tránsito y Transportes como legítima propietaria del bien que el causante CARLOS ARTURO FRACO GIL le había donado en vida. Significa lo anterior, que el hecho verdadero es que era ella y no FRANCO GIL la verdadera dueña del rodante, toda vez que éste se lo entregó en posesión cuando aún estaba con vida.

Desde luego que esa aseveración contrasta con los términos de la denuncia por parte de MARTHA LUCÍA BONILLA MENDOZA, persona ésta que puso en funcionamiento el órgano jurisdiccional del Estado en su condición de representante legal de un hijo extramatrimonial del finado FRANCO GIL, con miras a recuperar ese bien para la masa sucesoral, puesto que a su entender los haberes del causante resultaron perjudicados por la acción fraudulenta de la señora CABRERA ZULUAGA.
De igual modo, el tipo penal que se esgrime va en contravía de la decisión de hacer entrega provisional del vehículo a la señora MARTHA LUCÍA BONILLA MENDOZA, toda vez que este acto le reconoce derechos sobre el bien en su condición de representante legal del aludido menor heredero y se los niega a la señora MÓNICA CABRERA quien alega ser la verdadera poseedora legítima.

Entiende el Tribunal, que esas inconsistencias tienen su razón de ser en que la Fiscalía en un comienzo calificó provisionalmente el hecho como una FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, en concurso material con la OBTENCIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO. Con fundamento en ello el ente acusador dio validez a la denuncia y procedió a disponer la entrega provisional del automotor para restablecer el derecho a quien se consideró perjudicada; sin embargo, posteriormente, el mismo ente Fiscal solicitó una Audiencia de Modificación de la Calificación, dentro de la cual expuso que de conformidad con la nueva prueba válidamente obtenida, se llegó a la conclusión que quien tenía la posesión legítima del vehículo era la acusada CABRERA ZULUAGA, persona a quien todos reconocían como la propietaria de ese bien por donación hecha de parte del difunto FRANCO GIL. Con este nuevo panorama en mente, la Fiscalía consideró necesario trocar la calificación hacia la que consagra el tipo penal contenido en el artículo 295 Código Penal bajo el rubro de FALSEDAD PARA OBTENER PRUEBA DE HECHO VERDADERO.
En atención a esa secuencia procesal, esta Corporación considera que debe respetar la calificación hecha en último término por parte de la Fiscalía, no sólo por ser la más favorable al justiciable, sino porque a decir del ente acusador es la que se encuentra realmente acorde con lo establecido. Así las cosas, el Tribunal acatará esa tipificación, dejando en claro que la misma tiene efectos única y exclusivamente para el asunto penal que nos concita, sin perjuicio de que por una vía judicial independiente se debata el mejor derecho sobre ese vehículo automotor.

Lo que interesa aquí, por tanto, es dejar esclarecido que el documento al que nos estamos refiriendo, esto es, el Formulario Único Nacional de Traspaso No 05227664-76001 del Ministerio de Transporte, es en verdad apócrifo. Esta primera pero esencial conclusión, no amerita discusión, no sólo porque la defensa en su condición de parte contraria no ha dicho algo diferente, sino porque el dictamen pericial que al respecto se emitió así lo confirma y no fue motivo de objeción. Y no podía ser de otra manera, toda vez que aparece elaborado el día seis (6) de enero del año 2005 y allí figura firmando y estampando su huella el señor CARLOS ARTURO FRANCO GIL en condición de supuesto vendedor del vehículo Chevrolet Zafira de placas PET-038, cuando la realidad comprobada según Registro Civil de Defunción, es que esta persona ya había fallecido en forma violenta el día veinticuatro (24) de agosto de 2004. La contundencia de los hechos no permite llegar a una conclusión diferente: EL SEÑOR FRANCO GIL FUE SUPLANTADO.
Bastaría agregar sobre el punto, que ya la señora CABRERA ZULUAGA aceptó cargos y fue condenada por este acontecer delictivo.
La pregunta obvia a continuación y para completar el círculo probatorio, no podía ser otra: ¿quién lo suplantó?, ¿quién firmó y estampó la huella por él? La incógnita quedó también despejada con el mismo experticio técnico científico, en el cual, si bien no se aclara quién es el autor de esa rúbrica espuria, sí aseveró categóricamente que la huella que aparecía en ese documento de traspaso que sirvió de fundamento a las autoridades de Tránsito para inscribir como nueva propietaria a la señora CABRERA ZULUAGA, pertenece al hoy acusado JOSÉ FERNANDO OBANDO GALLEGO.
La presencia de esa huella en el documento redargüido de falso es sumamente comprometedora y no se queda en el mero “indicio de presencia” al que alude el distinguido profesional de la defensa. Por el contrario, es demostración cierta y contundente de su participación en el reato, pues por obvias razones nadie, en pleno uso de sus facultades mentales, imprime su huella al lado de una firma que no le pertenece y dentro de un documento que contiene una información falsa.
Por supuesto también, que aunque esa huella no era el único requisito para la legitimidad del documento que se quería hacer valer ante autoridad pública, sí era parte integrante y definitoria junto con la firma tanto del vendedor como de la compradora, al igual que las improntas del vehículo que se quería transferir. En otras palabras, hacía parte indisoluble de un todo con capacidad para engañar a efectos de obtener una nueva tarjeta de propiedad.

Probado como está, sin posibilidades de duda, que el documento es falso y que la huella que figura como perteneciente al difunto es en realidad de OBANDO GALLEGO, sólo queda una cosa por definir: ¿lo hizo a sabiendas, conciente y voluntariamente con el fin de cohonestar con el fraude? como lo intentó demostrar la Fiscalía con su teoría del caso; o, por el contrario ¿fue presionado, engañado o de cualquier otra forma utilizado por una tercera persona, en nuestro caso la directa interesada MÓNICA CABRERA? como lo ha dado a conocer la defensa en su persistente intervención y que le ha servido como argumento para sostener que aquí se está juzgando bajo los parámetros de una responsabilidad objetiva que se encuentra proscrita.
El Tribunal no puede menos que admitir que hipotéticamente ambas presentaciones pueden llegar a ocurrir en el mundo fenomenológico, es decir, es posible que alguien estampe su huella en un documento siendo consciente de lo que hace, como que lo haga bajo alguno de los vicios del consentimiento (error, fuerza o dolo). 

Lo que aquí se insinúa, es que JOSÉ FERNANDO, habida consideración al grado de dependencia al que supuestamente estaba sometido por parte de la señora MÓNICA LÍLIANA CABRERA, fue utilizado hábilmente por ésta para su criminal propósito. En otras palabras, que no supo lo que estaba haciendo y en ningún momento lo hizo para confabularse con ella en detrimento del patrimonio ajeno.
Por obvias razones, no basta insinuar la existencia de un error o de una coacción, o de cualquiera otra circunstancia excluyente de responsabilidad, porque lo que jurídicamente se exige es que debe estar debidamente acreditada en la actuación para que tengan la virtud de justificar la actuación que se sabe ilícita, o por lo menos, según la actual tendencia jurisprudencial, debe existir una duda atendible e insalvable a favor del acusado acerca de su real existencia. 
Así partiéramos del principio según el cual la carga de la prueba corresponde al Estado, es decir, que es a éste a quien corresponde desvirtuar las argumentaciones defensivas del procesado, en el caso particular de la insuperable coacción ajena o del error excusable, sólo es factible probar el hecho positivo no el negativo, es decir, resulta atinado exigir prueba de que en verdad se fue COACCIONADO o ENGAÑADO,  lo que no se puede pretender es exigir que el Estado pruebe lo contrario: QUE NO FUE COACCIONADO o QUE NO FUE ENGAÑADO, pues se trataría ni más ni menos que de una negación indefinida que como se sabe no es susceptible de prueba. En ese orden de ideas,  el análisis probatorio se invierte y, por lo mismo, es necesario estimar si ese hecho de la coacción o del engaño (como afirmación y no como negación), tiene o no sustento en los registros.
A decir verdad, tal y como lo planteó la Fiscalía y fue secundada en tal sentido por el Ministerio Público y la Juez de conocimiento, el averiguatorio carece de una información válida que dé sustento a la exculpativa. La aseveración que se hace en el sentido de haber sido hábilmente utilizado se queda como una manifestación escueta en el plenario, sin respaldo alguno; antes bien, sobran indicios para desmentir lo sostenido, por varias razones: (i) el hoy incriminado tenía buen conocimiento de las actividades de la pareja, incluido los bienes en común, tanto que laboró bajo la dependencia de ambos personajes y conducía el referido vehículo; (ii) esa calidad de conductor, le daba al menos el conocimiento básico para entender a nombre de quién estaba el rodante, no otro que el difunto CARLOS ARTURO FRANCO; igualmente, para conocer su firma y demás datos que contenía el aludido documento de traspaso; (iii) no debía ser para él desconocido el significado y fines de un documento de TRASPASO, menos cuando las personas que figuraban como supuesto vendedor y compradora eran de su entero conocimiento, al igual que el vehículo que se referenciaba como objeto de transferencia; luego entonces, plasmar su huella al lado de la firma del señor FRANCO GIL en un documento de esa naturaleza, a sabiendas de ser persona fallecida, tenía que llevarle a la convicción de que estaba procediendo en forma irregular.
Por fuera de todo lo anterior, no se concibe en sana lógica, que la confesa MÓNICA LILIANA CABRERA ZULUAGA se arriesgara a utilizar al señor JOSÉ FERNANDO OBANDO para este trámite sin darle a conocer el propósito que la animaba, a riesgo de que éste se percatara de lo que estaba ocurriendo y de ese modo la delatara. De ser previsiva como efectivamente lo fue dada la gravedad del asunto, pues basta observar que no fue ella quien estampó la firma sino que puso de intermediario a persona diferente de sexo masculino como el causante, no podía correr semejante riesgo sin contar con la cooperación voluntaria de parte de quien le iba a hacer ese servicio.
Sobra decir, finalmente, que la singular ilicitud a la que estamos avocados, no sólo la comete quien usa el documento y quien quería sacar provecho indebido del mismo, en este caso la señora CABRERA, sino también, todos aquellos actores que pudieron participar durante la confección del documento espurio. Y es así porque a la luz de las disposiciones penales vigentes, es indiferente si la acción ilícita se lleva a cabo en beneficio propio o de un tercero, con tal que en su proceder concurra el conocimiento de la delictuosidad del acto y la voluntad de realización.
Por todo esto, arriba el Tribunal a idéntica conclusión a la que llegó la señora Juez de instancia, es decir, que el señor OBANDO GALLEGO era consciente de lo que hacía y por lo mismo no estamos en presencia de la aplicación del proscrito instituto de la responsabilidad objetiva. En esos términos, se impone la confirmación del fallo objeto de censura.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de condena proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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